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Concesión de Extradición a España: 

Texto Integro de Fallo contra Senador Pinochet 
A continuación publicamos, com­

pleto, el dictamen del juez Ronald 
David Bartle en el proceso de la Cor­
te de Bow Street por la causa de ex­
lradición deducida por el Reino de 
España versus Augusto Pinochet 
Ugarte: 

"Antes de comenzar mi fallo hay 
ciertos asuntos preliminares que 
creo merecen mención. Lo hago a 
causa de la enorme atención pública 
recibida por este caso aquí y en el 
extranjero, y a causa de las emocio­
nes, o más bien pasiones, que ha des­
pertado. 

La extradición es una rama de la 
ley relativamente poco conocida por 
el público general, y por eso creo 
que es importante decir algunas pa­
labras al principio para explicar el 
procedimiento y mi papel como Pre­
siding Magistrate. A modo de expli­
cación, trataré lo siguiente: el debido 
acercamiento del lribunal al caso 
que se le presenta, la naturaleza de 
la audiencia, la función del tribunal 
y mis propios deberes, incluida la 
entrega de mi fallo. 

Respecto al primer punto, no 
puedo mejorar las palabras de lord 
Browne-Wilkinson en la primera par­
te de su fallo, entregado el 24 de mar­
zo de este año, cuando este caso es­
taba delante del Comité de Apela­
ción de la Cámara de los Lores. Lo 
que dijo el docto magistrado fue lo 
siguiente: «En 1998 el senador Pino­
chet vino al Reino Unido para trata­
miento médico. Las autoridades judi­
cIales en España buscaron extradi­
tarle para juzgarle en España sobre 
un gran número de cargos. Algunos 
de estos cargos estaban vinculados 
con España, pero la mayoría de los 
cargos no tenían conexión con Espa­
ña. El trasfondo del caso», dijo el 
docto magistrado, «es que para per­
sonas con convicciones políticas de 
izquierda el senador Pinochet se ve 
como un demonio. Para aquellos de 
convicción derechista es el salvador 
de Chile. Puede pensarse», continuó, 
«que el proceso del senador Pino­
chet en España por delitos todos re­
lacionados con el Estado de Chile y 
la mayoría de los cuales ocurrieron 
en Chile no se está pensado para 
producir la mejor justicia, pero eso 
no es el asunto de sus señorías, aun­
que otros perciben nuestro trabajo 
como elegir entre los dos lados, a ba­
se de preferencia personal o inclina­
ción política, eso es un completo 
error ». 

Respetuosamente adopto aque­
llas palabras en cuanto concierne a 
este tribunal. Resulta desafortunado 
tener que decir eso, pero teniendo 
en cuenta la aparición en la prensa 
de algunos articulas necios sugirien­
do la posibilidad de prejuicio y te­
niendo en cuenta la gran cantidad de 
debate público, incluyendo declara­
ciones de opinión por figuras públi­
cas prominentes, me incumbe subra­
yar que mi decisión en este caso se 
basará sobre la ley y sólo sobre la 
ley, según el juramento judicial de 
hacer justicia a todo tipo de persona, 
según las leye§ y ordenanzas del Rei­
no, sin miedo ni favoritismo, sin afec­
to ni malicia. Si mi concepción de la 
leyes errónea, un tribunal más alto 
lo corregirá. 

Ahora me dirijo a la naturaleza 
de estos procedimientos. La deman­
da española está hecha bajo los tér­
minos de la convención europea so­
bre la extradición, suscrita por va­
rios estados, la mayoría de ellos, aun­
que no todos, europeos, con el fin de 
simplificar y agilizar el proceso de la 
devolución de delmcuentes fUgItIVOS. 
España y el Reino Unido son signata­
rios de la convención y ambos han 
incorporado sus términos con pocas 
reservas en su propia ley doméstica. 
En el caso de este país, la ley rele­
vante está contenida en la Ley de Ex­
tradición de 1989 y en la orden ba­
sada en la Convención Europea so­
bre la Extradición de 1990. La finali­
dad de la convención parece ser 
agilizar el proceso de extradición y, 
por lo tanto, evitar la anterior situa­
ción en la que los fugitivos de la Jus­
ticia explotando todo tecnicismo con­
cebible podían prolongar, en al~unos 
casos durante años, su devolUCIón al 
Estado demandante. 

El objetivo de tales convencio­
nes es asistir a las fuerzas del orden 
para combatir la creciente sofistica­
ción con la que los criminales inter­
nacionales, sean terroristas, narco­
traficantes, defraudadores a escala 
internacional y semejantes, explotan 
la tecnología avanzada para cometer 
sus crímenes y evitar su detección y 
posterior detención. En los últimos 
años, varios acuerdos de este tipo, 
entre estados, han sido suscritos in­
cluyendo uno que ha sido un factor 
importante en este caso. A saber, la 
Convención de las Naciones Unidas 
contra la Tortura y otros Tratos Crue­
les, Inhumanos o Degradantes, adop­
tado por la asamblea general de las 
Naciones Unidas ellO de diciembre 
de 1984 y a lo que nos referimos por 
comodidad como la Convención so­
bre la Tortura. 

Estas convenciones representan 
una creciente tendencia de la comu­
nidad internacional para colaborar 
en el castigo de crímenes que repug­
nan a la sociedad civilizada sean de­
litos del tipo ya referido o bien crí­
menes de crueldad y violencia que 
pueden ser cometidos por indivi-

• "Mi decisión en este caso se basará sobre la ley 
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duos, por grupos terroristas, buscan­
do influenciar o derrocar gobiernos 
democráticos, o bien por gobiernos 
no democráticos contra sus propios 
ciudadanos. Este desarrollo puede 
apuntar hacia el día cuando, a fines 
de extradición, habrá una sola ley 
para todo el mundo. 

Con este trasfondo, veamos la 
función de este tribunal. Al respecto, 
no puedo hacer nada mejor que citar 
las palabras del lord de Justicia Ken­
nedy en el caso de In Re Anthony: 
«La entera finalidad de la Conven­
ción y aq uellas palies del estatuto, a 
las cuales me he referido, es propor­
cionar un procedimiento SImplifi­
cado que no se deja empantanar en 
una consideración detallada de la 
evidencia. La persona cuya extradi­
ción se busca necesita saber, en tér­
minos generales, lo que se supone 
que ha hecho, y el Secretario de Es­
tado y el Magistrado necesitan saber 
a u !iatisfacción que la presunta con­
ducta constituiría un serio delito en 
cualquiera de los dos países». Pero 
como dijo lord Templeman en Evans: 
~Al magistrado no le concierne el 
probar los hechos, las pOSibilidades 
de otros hechos relevantes o la apari­
ción de ninguna defensa; estos son 
asuntos para el juicio». 

Nunca se subrayará demasiado 
que estos procedimientos no están 
encaminados a decidir la culpabili­
dad o inocencia del senador Pino­
chet con respecto a las alegaciones 
que se han presentado en su contra, 
ni un fallo por mi parte de que la de­
manda de España debe cumplirse se­
ria una indicación en ningún sentido 
que yo ya hubiera formado una opi­
nión sobre su culpabilidad o inocen­
cia. 

La finalidad de esta audiencia es 
para que yo, como magistrado, pueda 
decidir si se dan o no las condiciones 
que me obligarían a conminar al se­
nador Pinochet a esperar la decisión 
del ministro del Interior. 

Este es un caso de acusación ba­
jo la Convención. Ninguna evidencia 
es necesaria, excepto sobre asuntos 
muy limitados, y no existe ningún re­
querimiento para que el Gobierno de 
España establezca un cuerpo de evi­
dencias prima facie. Esto es la razón 
por la que la finalidad del procedi­
miento es asegurar que dentro de lo 
posible, los asuntos contenciosos de­
ben decidirse en los tribunales del 
Estado demandante. Por lo tanto, se­
ría en el tribunal español, si el caso 
llega tan lejos, que la evidencia ten­
dría que ser evocada y probada. Es 
allí donde el senador Pinochet po­
dría establecer su defensa. 

Me refiero a mi propia posición 
como magistrado. Mi decisión no es 
final. Primero, el Gobierno y la de­
fensa tienen derecho a apelar mi de­
cisión, sea la que sea ante la Corte 
Suprema y después, con venia , a la 
Cámara de los Lores. Segundo, si el 
senador Pinochet no es eximido de 
sus cargos, la decisión final respecto 
a su extradición a España compete al 
ministro del Interior y no a los tribu­
nales. 

Un asunto más. La Corte Supre­
ma, que oye las apelaciones de este 
tribunal en casos de extradición, ha 
indicado comprensiblemente, que 
cuando se oyen tales apelaciones es 

útil para los jueces si se les propor­
ciona una declaración de las razones 
del magistrado para su decisión. No 
es mi misión dar un largo fallo deta­
llando todas las entregas de docu­
mentos y contemplando en profundi­
dad los antecedentes. Por lo tanto, 
ahora vuelvo a lo que yo entiendo 
son los príncipales asuntos, mi deci­
sión sobre cada uno de ellos y mis ra­
zones para decidir así. 

La primera cuestión para mi 
consideración es si puedo propia­
mente considerar matel'ial produ­
cido por el estado demandante que 
no obraba en poder ni había sido re­
querido por el ministro del Interior 
cuando decidió su autorización para 
proceder el 14 de abril de 1999. 

No encuentro nada en los artícu­
los 12 y 13 de la Convención ni en la 
Sección 7 de la ley de Extradición 
que diga esto. Estoy satisfecho que el 
caso de Cuoghi constituye clara auto­
ridad en su contr" 

El artículo 12 fija la forma y con­
tenido necesarios para el Requeri­
miento. El artículo 13, bajo el capi­
tulo «Información suplementaria», 
declara: 

«Si la información comunicada 
por el demandante resulta insufi­
ciente para permitir que el estado 
demandado haga una decisión de 
acuerdo con esta convención, el de­
mandado requerirá la necesaria in­
formación suplementaria y puede fi­
jar un plazo de tiempo para su entre­
ga». 

La competencia del ministro ba­
jo el artículo 13 para solicitar infor­
mación suplementaria es para la fi­
nalidad de mejor formular las acusa­
ciones especificadas en el procedi­
miento. De ello no extraigo ninguna 
inferencia que material adicional 
que no obraba en su poder cuando 
en su día procedió no puede ser con­
siderado por la corte. La finalidad 
del artículo 13 es ayudar a que el mi­
nistro del Interior desempeñe su la­
bor y no privar a la corte de la infor­
mación necesaria para que pueda 
desempeñar su función. 

La defensa me ha referido una 
carta fechada el 15 de abril de 1999 
de un oficial del Ministerio de Inte­
rior Británico a los abogados de la 
defensa. No estoy seguro de que al 
llegar a mi decisión en esta cuestión 
sea apropiado que yo ten~a en cuen­
ta el contenido de semejante carta. 
Pero, en todo caso, no accedo a la in­
terpretación hecha por la defensa so­
bre los pasajes subrayados. El más 
significativo parece ser el párrafo 22. 
Este párrafo dice que el ministro del 
Interior ha declinado la invitación 
de la Fiscalía para considerar mate­
rial nuevo fechado ellO de diciem­
bre de 1998, 24 de diciembre de 1998, 
26 de marzo de 1998 (9) y 5 de abril de 
1999, posterior a la petición formal 
recibida en el Ministerio de Interior 
el 11 de noviembre de 1998. 

Las siguientes palabras son, sin 
embargo, importantes: 

«No considera que el materíal 
sea suplementario bajo el artículo 13 
de la ECE ya que, como parte deman­
dada en este artículo, no ha conside­
rado necesario requerir tal material 
de España para tomar su decisión». 

La competencia para proceder 
es, como alega el Gobierno de Espa-
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"ería 
La juris rudencia relevante en 

el caso es e caso Re Coughi. El Go­
bierno y la defensa hacen distintas 
interpretaci nes del caso. Tengo que 
decir que e lcuentro más convincen­
te la inte relación del Gobierno. 
Las palabr cruciales del lord de 
Justicia Ke edy son estas: 

. Si el istrado ve que la com-
petencia de roceder contra la per­
sona deteni y que el delito rela­
tado en la mpetencia de proceder 
es un delit extraditable está obli­
gado a acep la. Nada en la ley re­
quiere que él llegue a esta convic­
ción funda ntándose en la informa­
ción que obtaba en poder del minis­
tro del Inte or». 

Mi deciSión, por lo tanto, es que 
soy competente para recibir y consi­
derar la inl'ormación adicional que 
no obraba en poder del ministro del 
Interíor en el momento en que emi­
tió su com tencia para proceder el 
14 de abril. 

La sig 'ente cuestión para mi 
consideración es si la conducta de 
que se acusa al senador Pinochet es 
una conducta que si ocurriera en es­
te país y bién en España consti­
tuiría bajo la ley de cada país un mo­
tivo de ex dición. Es lo que se de­
nomina la «regla de doble incrimina­
ción" (delito castigado tanto en 
España co o en el Reino Unido) que 
debe ser contemplada antes de so­
meter al senador Pinochet a las futu­
ras decisiones del ministro del Inte­
rior. 

La Sección 2 (la) de la ley de Ex­
tradición de 1989 define un delito ex­
traditable como «conducta en el te­
rritorio de un estado extranjero, que, 
si ocurriera en el Reino Unido, cons­
tituiría un delito punible con cárcel 
durante u ~Iazo mínimo de 12 me­
ses o cual mer castigo mayor, y que, 
descrito d la manera que sea en la 
ley el estado extranjero, también se 
castiga así". 

Diré ahora que creo que la Cá­
mara de los Lores en la audiencia de 
marzo tenía bajo consideración la 
cuestión de delitos extraditables y la 
inmunidad co o dos asuntos separa­
dos. Lord Browne-Wilkinson aclaró 
este punto al decir al comienzo de su 
fallo: 

«Nuestro trabajo es decidir so-

"Considero g.ue 
la informac~ón 
relativa a la 
alegación de 
conspiración 
anterior al 8 de 
diciembre de 
1998 puede ser 
tomada en 
consideración 
por el tribunal, 
ya que la 
conspiración es 
un delito 
continuado" 
señala el falio 
deljuez Bartle, 
que creó enorme 
expectación 
como lo 
demuestra esta 
imagen de la 
entrada ala 
Corte de Bow 
Stl·eet. 

bre dos cuestiones de la ley: si exis­
ten crí~enes extraditables y, en este 
caso, SI el senador Pinochet tiene in­
munidad por tales delitos. Si, en 
cuestión de ley, no existen delitos ex­
traditables o si tiene derecho a in­
munidad en relación con los delitos 
que sean, entonces no existe justifi­
cacIón legal para extraditar al sena­
dor Pinochet a España ni tampoco 
obstacuhzar su regreso a Chile. Si, 
por otra parte, existen delitos extra­
ditables en relación con los cuales el 
senador Pinochet no tiene derecho a 
la inmunidad, entonces será posible 
que el ministro del Interior le extra­
dite». 

La labor de esta Cámara consiste 
únicamente en decidir sobre estos 
puntos de la ley. He leído y releído 
con cuidado y respeto los fallos de 
los lores y estoy satisfecho porque la 
mayoría de la Cámara consideró que 
la Convención sobre la Tortura tenía 
apli..:.o.",i¿'n -u. .. . .t . ...... .:"'''''1. 01 .. :.1 ..... , D~r----- 01 

el Reino Unido son signatarios de la 
convención. La ley de Justicia Crimi­
nal de 1998 Sección 134 aplica la con­
vención a la ley de este país. Sección 
134 (3) prevé que el delito pueda ser 
cometido por acción o por omisión, y 
la tortura puede ser mental o fisica. 
Se ha puesto a mi consideración que 
el Gobierno de España tiene que 
proporcionar información que la 
presunta tortura debe ser muy exten­
dida y sistemática. 

Una mayoría de la Cámara man­
tuvo que un solo acto de tortura era 
suficiente para establecer la conduc­
ta necesaria con disentimiento de 
lord Golf. Sin embargo, habiendo ad­
mitido la información adicional res­
petuosamente adopto el punto de vis­
ta de los lores que la conducta ale­
gada contra el senador Pinochet se­
ría un delito extraditable bajo la ley 
inglesa si las actuaciones fueran sus­
tanciadas. Pero incluso sin la direc­
ción del tribunal más alto del país 
habría llegado a la misma conclu­
sión. 

¡,Cuál es la posición respecto a la 
ley de España? La defensa alega que 
no puedo aceptar que según la ley de 
España la conducta alegada contra el 
senador Pinochet sea un delito extl·a­
ditable en este país. ¿Estoy vincu­
lado por la insistencia de España 
que la conducta sería punible en Es­
paña con una sentencia de 12 meses 
o más de cárcel o debería yo exami­
nar la situación más de cerca? 

Aquí recibo gran ayuda del prin­
cipal caso de la Cámara de los Lores, 
In Re Evans. Debo pedir la indulgen­
cia de los abogados familiarizados 
con este tipo de casos, pero creo que 
tiene tanto peso en mi juicio que me 
propongo citar aquellos pasajes en la 
sentencia histórica de lord Temple­
man que yo considero más importan­
tes. 

El señor Nicholls, creo, ha admi­
tido que la jurisprudencia de Evans 
no le autoriza para apelar a la ley ex­
tranjera. Está autorizado para entre­
gar alegatos y te~o que preguntar­
me cuál es mi pOSIción como magis­
trado al escuchar estos alegatos. 

Después de considerar la ley en 
general como obligada a respetar la 
Convención, lord Templemann dijo 
«si el magistrado encargado del pro-

cesamiento no estuviera limitado a 
considerar la conducta del acusado 
en la demanda de extradición a la 
luz de la ley del estado extranjero 
como se le presenta en la demanda 
entonces nadie nunca sería extradi: 
tado hasta que hubiera sido enjuicia­
do y encontrado culpable en el Rei­
no Unido de un delito contra la ley 
de un estado eXlranjero cometido en 
el país extranjero». Más tarde decla­
ra: «A fines de procesamiento por el 
tribunal, la conducta o hechos son 
aquellos presentados en la demanda 
de extradición; la ley relevante del 
estado demandante es aquella pre­
sentada en la demanda de extradi­
ción,>. 

Luego declara: .EI magistmdo 
entonces considerará si los detalles 
de la conducta proporcionados por cl 
estado demandado constituyeron un 
delito bajo la ley alegada por el es­
tado demandante. El magistrado ten­
drá en cuenta que las autoridades 
que emitieron la orden de captura 
extranjera y el gobierno que solicitó 
la extradición debían de estar con­
vencidos de que la conducta consti­
tuye un delito~. 

Yo interpreto que este pasaje di­
ce que al escuchar las alegaciones la 
ley extranjera relevante a la cual de­
bo dirigir mi atención es aquella 
contenida en la demanda. ¿Puedo ir 
más allá de la alegación en la de­
manda que la Jey extranjera ha sido 
contravenida por la presunta con­
ducta del procesado? 

Obrar así me implicaría en una 
investigación de la ley extranjera de 
un tipo que la Cámara en pleno en 
Evans declaró inadmisible. Expertos 
exlranjeros obviamente tendrían que 
aconsejar al tribunal. Pero eso sería 
una reversión al viejo sistema que ha 
sido abandonado en Evans y casos de 
acusación al amparo de la conven­
ción. 

Además el tribunal supremo es­
pañol ha sentenciado dos veces que 
la conducta perseguida está conside­
rada delictiva bajo la ley española. 
¿Podría yo, un magistrado sin ningún 
conocimiento especial o francamente 
ningún conocimiento de la ley espa­
ñola replicar las decisiones de los 
jueces del tI·ibunal supremo español 
sobre la ley de su propio país? Creo 
que no. 

Dos pasajes significativos ad icio­
nales en la sentencia de lord Tem­
pleman son dignos de mención en es­
te contexto: «Si la presentación de la 
ley del estado extranjero hecha en la 
demanda de extradición fuera ine­
xacta o incompleta en muchos aspec­
tos y no hubiera acuerdo sobre la in­
terpretación correcta de La ley, en­
tonces el acusado tendría su protec­
ción en procedimientos de hábeas 
corpus>. 

El docto magistrado aquí no ha­
bla en un sentido peyorativo sobre el 
magistrado de la extradición, sino 
subrayando el limitado papel que és­
te o ésta desempeña. 

Un último pasaje citaría: «En mi 
opinión donde las demandas de ex-
~'Ob~,~f;~·ud~-~~¡mi'j~res:los -ti--ibünii: 
les deberían ser cautelosos en dar 
crédito a argumentos de que tales ac­
tos no constituyen delitos bajo la ley 
extranjera». 

Por lo tant concluyo que estoy 
vinculado por los argumentos espa­
ñoles en cuanto a la ley de su propia 
nación y por lo tanto determino que 
la regla de doble incriminación está 
satisfecha. Propongo tratar breve­
mente las restantes cuestiones. 

La cuestión de inmunidad ha si­
do considerada por la Cámara de los 
Lores con una voz disidente. Aquella 
decisión vincula este tribunal. 

En este sentido, determino que 
la información que obra en mi poder 
relativa a alegaciones después del 8 
de diciembre de 19998 describe una 
línea de conducta equivalente a tor­
tura y conspiración para la tortura 
por la que el senador Pinochet no go­
za de inmunidad. 

La impugnación de los cargos 
más bien deben tratarse en el juicio. 
De nuevo, solicito la ayuda de un pa­
saje de lord Templeman en Evans. 
«Al magistrado no le concierne la de­
mostración de los hechos, la ¡¡osibili­
dad de otros hechos relevantes o 
cualquier defensa, estos son asuntos 
para el juicio>,. Las cuestiones relati­
vas a los cargos esencialmente remi­
ten a la defensa del senador Pino­
chet al tribunal apropiado que es el 
tribunal juzgador, y no éste. 

Considero que la información re­
lativa a la alegación de conspiración 
anterior al 8 de diciembre de 1998 
puede ser tomada en consideración 
por el tribunal, ya que la conspira­
ción es un delito continuado. Sin em­
bargo, ésta no sería mi decisión res­
pecto a los delitos sustantivos. 

La cuestión de si las desaparicio­
nes constituyen tortura; si el efecto 
sobre las familias de los desapareci­
dos puede constituir tortura mental; 
o cual fue la intención del régimen 
del senador Pinochet es, en mi opi­
nión, una cuestión para el juicio. 

Basándome en mi criterio estoy 
satisfecho de que se dan todas las 
condiciones que me obligan bajo los 
términos de la Sección 9 (8) de la ley 
de extradición de 1989 someter al se­
nador Pinochet a la espera de la de­
cisión del secretario de Estado. 

PIDE APELAR A RAZONES HUMANITARIAS: CASO PINOCHET: 

Lavín, sin Esperanza en Justicia Inglesa La os, a Favor de Juicio en Chile 
• Para el candidato, durante algunos meses el Gobierno se 11 dejó estar". 

A menos de 24 horas de haber 
expresado la necesidad de que el 
próximo gobierno defienda con 
más fuerza la soberanía de Chile y 
el respeto al derecho internacional 
que ordena las relaciones entre las 
naciones, el candidato opositor 
Joaquín Lavín sostuvo ayer que el 
Gobierno debe emprender las ges­
tiones que permitan el retorno del 
senador Augusto Pinochet por razo­
nes humanitarias. 

El abanderado de la Alianza 
por Chile, a sólo horas de haberse 
conocido el fallo del juez Bartle, 
señaló que no tenía ninguna espe­
ranza en la justicia internacional o 
inglesa y por lo tanto, el dictamen 
no modificó el escenario que mane­
jaba. 

Indicó que lo único que queda 
es que el Ejecutivo chileno em­
prenda una solución por la vía hu­
manitaria y afirmó que ello se debe 
emprender por cuanto Pinochet es 
una persona de 85 años que - más 
allá de las discrepancias y diferen­
cias- merece pasar los últimos 
años de su vida en su país. 

Pese a lo anterior, Lavín fue ca-

tegórico en afirmar que si el sena­
dor es procesado por la justicica 
chilena deberá "someterse a los 
tribunales de justicia en Chile". 

Para el candidato, durante al­
gunos meses el Gobierno se "dejó 
estar" en cuanto a promover accio­
nes que fueran en la línea de lo­
grar una pronta solución del caso, 
pero agregó que lo obrado por el 
Canciller Juan Gabriel Valdés lo 
identifica mucho. 

"Ha sido bastante firme en su 
postura contra los ingleses y los es­
pañoles. Ojalá que la vía humanita­
ria resulte . La justicia (inglesa) es 
algo que va a ser un camino muy 
largo y que de justicia tiene poco 
porque sabemos que esto es algo 
político" , dijo. 

Si bien durante la jornada de 
ayer Lavín no abordó el tema en 
público , anteayer, en una extensa 
exposición que realizó en el edifi­
cio de la Cancillería ante funciona­
rios de esa rel?artición y miembros 
del Cuerpo DIplomático, el candi­
dato de la Alianza hizo ver que si 
bien cree importante que la globa­
lización avance, esto debe conci-

liarse con el respeto al derecho in­
ternacional, entre ellos, la jurisdic­
ción de los tribunales. 

Lavín comentó que hasta ahora 
la actuación del gobierno de José 
María Aznar no ha estado a la al­
tura de lo que se esperaba, más si 
se considera que España es un país 
que estaba en nuestro círcu lo de 
amigos. 

En la eventualidad de que el 
caso Pinochet se prolongue en el 
tiempo, LavÍn afirmó que de llegar 
al gobierno defenderá la soberanía 
con más fuerza y promoverá que la 
política exterior sea dirigida por 
profesionales de la mejor calidad, 
descartando con ello los cuoteos 
políticos. 

Consultado sobre cuál será su 
relación con los gobiernos de Ingla­
terra y España, indicó que será si­
milar a la actual, "de firmeza y de 
decir la verdad". 

El candidato opositor viajó 
ayer al mediodía, tras una reunión 
con pobladores de Lo Barnechea a 
Antofagasta, desde donde iniciará 
una gira por el norte del r.aís. En 
horas de la tarde visitó MejIllones. 

• Dijo que como demócrata apoya las razones humanitarias. 

El candidato presidencial de 
la Conc r tación, Ricardo Lagos, 
afirmó que el fallo de la corte lon­
dinense ue dio curso a la extradi­
ción del senador Pinochet a Es­
paña confi rma que éste tuvo res­
ponsabilidad en violaciones a los 
derechos humanos, pero se mostró 
partidario de que responda por 
esos cargos ante los tribunales 
chilenos. 

El abanderado de la coalición 
de gobierno dijo que los demócra­
tas no se oponen a que el ex go­
bernante retorne por razones hu­
manitar~as, pero recalcó que Pino­
chet debe colaborar con la justicia 
en nuestro país "porque es una 
pieza esencial para conocer la 
verdad". 

Lagos ofreció ayer una confe­
rencia de prensa en la sede de su 
comando para dar a conocer su 
posición frente al dictamen de la 
Corte de Bow Street y hacer pú­
blica su intención, de llegar a La 
Moneda, de impulsar la creación 
del tribunal penal internacional 

para juzgar los delitos contra la 
humanidad. 

Respecto del fallo del juez Ro­
nald Bartle de dar curso al pro­
ceso de extradición dijo que con­
firma la responsabilidad de Pino­
chet y del régimen militar por "las 
graves, masivas y sistemáticas vio­
laciones a los derechos humanos". 

Subrayó que tales atropellos 
trajeron dolor y división en el pa­
ís, razón por la cual criticó en su 
momento y mantiene hoy su con­
dena moral al gobierno militar. 

Lagos recordó que el magis­
trado Juan Guzmán tramita más 
de cuarenta querellas contra el 
senador vitalicio y asegur6 que Se 
jugará entero para que el juez 
pueda llevar adelante su investi­
gación sin trabas porque en Chile 
todos son iguales ante la ley y 
cualquiera sea su investidura de­
ben responder por los delitos que 
se le imputen. 

"Esto significa que yo quisiera 
ver al general Pinochet en Chile 
para que diga la verdad ir' poder 
avanzar en la reconciliaCIón y el 
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tema de los detenidos desapareci­
dos. Ese es el punto central", ase­
veró. 

A juicio del abanderado de la 
coalición de gobierno, el dictamen 
del juez Bartle no representa un 
fracaso para el Gobierno y se con­
gratuló de los recientes procesa­
mientos a militares recalcando 
que "en estos meses ha avanzado 
la justicia y retrocedido la impu­
nidad". 

Aclaró que las razones huma­
nitarias que se esgrimen ante Lon­
dres tienen un sentido distinto en 
Chile porque en nuestro país tie­
nen lugar en la etapa posterior a 
la sentencia ante la eventualidad 
de la concesión del indulto. 

Lagos destacó que la situación 
que afecta al senador Pinochet ge­
nera una oportunidad para que el 
país pueda enfrentar su pasado 
traumático y logre superarlo para 
mirar al futuro . 

Finalmente, afirmó que las 
condiciones para hacer justicia no 
las garantiza un gobernante sino 
que es tarea de todos los chilenos. 


